






































































































      
 

Rama Judicial del Poder Publico 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 

        Bogotá D.C., Veinticinco (25) de Octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

Ref.: Ordinario de Pertenencia por Prescripción Adquisitiva Extraordinaria de Dominio de 
CHRISTOPHER BLIAN MARTIN´S MORALES contra EULALIA PONCE DE RAMIREZ, 
ABDA HASWLEIDY MARTINEZ BULLA y demás personas indeterminadas. 11001-31-
03-044-2019-00533-00. 

 

Cumplido el trámite que legalmente corresponde, se procede a proferir 
el respectivo fallo.  
 

           A N T E C E D E N T E S 

 

  1. El demandante, mediante apoderado judicial demandó y a las 
personas indeterminadas, a fin de que se declare que adquirió por 
prescripción adquisitiva extraordinaria del dominio, y mediante suma de 
posesiones, el inmueble ubicado en la Calle 24 sur No. 12-25 (dirección 
principal) y Carrera 12 Bis No. 24-01 (dirección secundaria) de Bogotá, 
identificado con matrícula inmobiliaria No. 50S – 1072248. 
 
 2. La demandada Eulalia Ponce de Ramírez, contestó el libelo, sin 
oponerse a las súplicas. Por su parte, la codemandada, se opuso a las 
pretensiones y formuló las defensas que denominó (i) “ausencia de causa 
petendi e inexistencia del derecho reclamado”; (ii) “falta de requisitos legales 
para que opere la prescripción”; (iii) “inexistencia del término exigido 
legalmente para usucapir”; y la (iv) “temeridad y mala fe proveniente de la 
parte demandante”.  
 

La curadora ad litem de las personas indeterminadas se atuvo a la 
probado.  

 
Fernando Martínez Martínez, compareció como interesado, y se le 

admitió en el estado en que se encontraba el proceso. 
 

CONSIDERACIONES 
 
1. Sea lo primero advertir que no se encuentra reparo en torno a los 
presupuestos de orden jurídico de la litis, relacionados con la capacidad 
procesal y jurídica de las partes, el cumplimiento de los requisitos formales 
de la demanda y la competencia que le asiste a este Juzgado para decidir la 
instancia, a lo que se suma la ausencia de irregularidades que comprometan 
la legalidad de la actuación, precisando que la irregularidad advertida por el 
H. Tribunal Superior, ya fue saneada. 
 



2. Superado lo anterior, debe precisarse que este asunto tiene como 
propósito se declare en favor de Christopher Blian Martin´s Morales la 
titularidad del bien ubicado en la calle 24 Sur No. 12 - 25 de esta ciudad, 
siendo demandadas las señoras ABDA HASWLEYDI MARTINEZ BULLA -
nuda propietaria- y EULALIA PONCE DE RAMÍREZ -usufructuaria-, así 
como las personas indeterminadas, por el fenómeno de la prescripción 
extraordinaria adquisitiva del dominio.  
 
3. Son tres los requisitos que debe acreditar la parte demandante, para 
obtener la declaración de pertenencia de un bien por prescripción 
extraordinaria adquisitiva del dominio: i) El ejercicio público, pacifico, e 
ininterrumpido de la posesión por el término mínimo establecido por la ley; ii) 

la identidad del bien poseído con la pretendida en la demanda; y iii) la 
naturaleza prescriptible del bien. Además, (iv) si se configura la suma de 
posesiones, en tanto en este asunto fue alegada. 
 
En el sub-lite, la naturaleza prescriptible del bien y la identidad de la cosa 
pretendida con la poseída, no fueron objeto de discusión, y esta sede judicial 
constató que el predio objeto de usucapión se identifica con la matrícula 
inmobiliaria número 50S-1072247 y corresponde al descrito en la demanda. 
Ello quiere decir que, es el mismo que se pretende usucapir y además, se 
encuentra plenamente identificado por su ubicación, linderos, nomenclatura 
y composición, tal como se extrae de la diligencia de inspección judicial 
practicada el 18 de octubre hogaño, amén que de las respuestas brindadas 
por las entidades respectivas, se desprende la naturaleza privada del bien, 
en tanto ninguna hizo mención a que corresponda a una entidad del Estado, 
que sea un bien de uso público, fiscal, o baldío.  
 
Precisados esos aspectos, debemos entrar a resolver el problema jurídico 
planteado en la fijación del objeto del litigio y es si Christopher Blian Martin´s 
ha ejercido actos de posesión sobre el bien inmueble pretendido en 
pertenencia o sí su actuar se constituye en actos de mera tenencia y 
administración.  
 
A fin de resolver el interrogante enunciado, memorase que la ley, la 
jurisprudencia y la doctrina, en forma unánime han reiterado que en relación 
con las cosas, las personas pueden encontrarse en una de dos posiciones, 
cada una de las cuales tiene diversas consecuencias jurídicas e igualmente 
le confieren a su titular distintos derechos subjetivos, así: a) Como mero 
tenedor, cuando simplemente ejerce un poder externo y material sobre el 
bien reconociendo dominio ajeno (art. 775 Código Civil) y/o b) como 
poseedor, cuando, además de detentar materialmente “la cosa”, tiene el 
ánimo de señor y dueño y quien, de conformidad con el artículo 762 ibídem, 
es reputado como tal mientras otro no justifique serlo. 
 
De lo expresado anteriormente se concluye que el elemento que distingue la 
“tenencia”, de la “posesión”, es el animus, pues en aquélla, quien detenta el 
objeto no lo tiene con ese ánimo y reconoce dominio ajeno, mientras que, en 
la segunda, como ya se dijo, requiere de los dos presupuestos, esto es, tanto 



la aprehensión física del bien como la voluntad de ostentarlo como verdadero 
dueño. 
 
En el desarrollo de los interrogatorios de parte, se pudo establecer que tanto 
el demandante, como la demandada Abda Haswleidy, ingresaron al bien 
inmueble desde niños, en su calidad de hijos de crianza de la señora Eulalia 
Ponce, pues ambos tienen un parentesco con el señor Belisario Martínez 
(q.e.p.d.) y que incluso antes de la muerte del citado señor -16 de agosto de 
2.014-, se han declarado “dueños” del bien inmueble; la citada Abda 
Haswleidy con ocasión a la compra de la nuda propiedad mediante E.P. No. 
283 de febrero de 2.014, y el demandante, Christopher, desconociendo 
cualquier la titularidad de aquella, y reclamando el inmueble mediante la suma 
de posesiones a partir del fallecimiento de su padre. 
 
Sin embargo, debe hacerse las siguientes acotaciones sobre aquellos actos 
de señorío que alegan detentar las partes en litigio (Abda y Christopher), en 
estos términos: 
 
La demandada señora Martínez Bulla, manifestó que vivió en el bien inmueble 
hasta el año 1.995, pero también dijo que a partir de marzo del 2.014, un mes 
después de adquirir el bien inmueble, celebró contrato de arrendamiento por 
el apartamento del tercer piso con la señora Olga Parada (ratificado por el 
testimonio de la arrendataria); que tiene conocimiento que la señora Eulalia 
vivió en el inmueble hasta junio de 2020 y que le consta que Christopher, de 
enero a febrero de 2.018, le solicitó a la señora Olga en su calidad de 
arrendataria que le pagara los cánones de arrendamiento directamente a él, 
lo cual no hizo. Afirma también haber realizado mejoras en marzo de 2.014 
restaurando todo el segundo piso, las cuales tienen soporte en la documental 
aportada; y que en octubre de 2.020, adecuó el tercer piso.  
 
Finalmente aseveró que ella canceló los impuestos prediales de los años 
2.015, 2.016, 2.017, 2.020 y 2.021, pagos que se encuentran acreditados con 
la documental aportada.  
 
Indicó también que lleva año y medio pagando el servicio de agua para el 
segundo, tercero y cuarto piso. Sin embargo, ninguna de las partes, aportó 
documental que acreditara el pago de estas facturas.  
 
Resalta este despacho, que según se relató, ni el señor Belisario, ni la señora 
Eulalia o incluso Christopher, se opusieron a la realización de las mejoras 
realizadas por la demandada Martínez, que valga relievar fueron realizadas, 
las primeras en el año 2014, otras en el año 2020. 
 
Por su parte, cuando se le preguntó al promotor de la acción de qué constaba 
el bien inmueble, respondió: “el inmueble consta de 4 pisos”. Y al solicitarle 
especificara cómo se encontraban distribuidos, manifestó: “en el primer piso 
hay dos locales, inicialmente había uno, pero yo hice unas mejoras y ahora 

hay dos (…); en el segundo piso yo vivo y en el tercer piso hay está la 

arrendataria Olga Parada y en el cuarto piso tengo arrendado a dos personas 

(…)”. Distribución corroborada en la Inspección realizada por este despacho. 



Así mismo acotó que hizo las adecuaciones para el segundo y tercer local 
(del primer piso) en el año 2.018 y las adecuaciones del cuarto piso en el año 
2020, actuaciones de las que da cuenta la prueba documental aportada, e 
incluso, narradas por algunos de los testigos.  
 
Ese material suasorio, en principio, son actos propios de un poseedor, ello 
porque recibe dineros por concepto de cánones de arrendamiento de los 
locales del primer piso, los que también adecúo y mejoró; de las habitaciones 
del cuarto piso; y habita el segundo. Todo, a excepción del tercer piso. 
 
4. Sin embargo, cuando el Juzgado hace un análisis a profundidad de la 
totalidad de la prueba aportada, y la somete al análisis de la sana critica, se 
concluye que no se probó la condición proclamada, porque el mismo 
demandante en diversas actuaciones confiesa su condición de mandatario y 
administrador del bien, así: 
 
i) En la escritura pública No. 4768 del 28 de diciembre de 2017, por medio de 
la cual Eulalia Ponce de Ramírez, le confía la gestión y administración dentro 
del giro ordinario y extraordinario de sus negocios por tiempo “indefinido” al 
aquí demandante, dentro de la que se incluyen los actos de venta, compra, 
celebración de contratos de arrendamiento, pagos, cobros y disposición en 
general, gestión aceptada por el demandante conforme lo muestra la 
escritura, y desde luego, la firma allí impuesta. 
 
ii) En el acta de audiencia de fallo proferida por la Comisaria 18 de Familia el 
11 de mayo de 2018 dentro de la medida de protección 355 de ese mismo 
año, en la que el mismo demandante declara que los arriendos los recibe de 
acuerdo a un documento que le hizo Eulalia Ponce, quién es la “usufructuaria” 
del inmueble. 
 
iii) En memorial presentado ante el Juzgado Primero de Familia de Bogotá 
dentro del proceso de interdicción de Eulalia Ponce de Ramírez, de calenda 
6 de julio de 2019, por medio del cual en virtud al poder general conferido por 
la señora Ponce, el mismo demandante manifiesta además de ser su 
cuidador, que “yo me encuentro administrando el inmueble. Soy la 
persona encargada de arrendarlo, de velar por las reparaciones 

locativas, pagar los servicios que genera el mismo, y en fin ejercer todo 

tipo de actividad tendiente al bienestar tanto de la usufructuaria como 

del mismo bien raíz” (archivo digital 1, fl. 395 num. 6). 
 
En esas condiciones, el Juzgado interpreta que las versiones de los testigos 
que dieron cuenta de las gestiones del señor Martin´s en relación con la 
ejecución de obras en el primer piso del inmueble, el pago de servicios 
públicos, e incluso de su condición de arrendador, no lo hizo como poseedor, 
sino como administrador del bien, en virtud al poder conferido. Es decir, que 
las obras realizadas en el primer piso de las que dieron cuenta Rolando 
Morales, María Olga Cadena y Marco Aurelio Reina, así como la compra de 
materiales que le constaba a Andrés Mauricio Tolosa, lo fue en ejercicio del 
mandato y no, en nombre propio, como poseedor.  
 



Y es que, la condición de administrador también fue aludida por el Testigo 
Tolosa, quien claramente afirmó que el demandante quedó como tal, después 
del fallecimiento del señor Belisario Martínez. 
 
Por demás, otro grupo de testigos, como Olga Parada Álvarez, lo desconoció 
abiertamente como poseedor, cuando se rebeló contra la presión que ejerció 
para que le cancelara los cánones correspondientes al apartamento del tercer 
piso. Ella, Olga Parada, reconoce a la codemandada como arrendadora y 
dueña del bien. Y si bien, ante el Juzgado 48 Civil Municipal se adelanta una 
solicitud de entrega con ocasión a una conciliación celebrada entre el señor 
Christopher y esta testigo, también obra en el citado expediente prueba 
documental sobre los inconvenientes acontecidos entre estas partes por la 
tenencia del apartamento del 3er piso del bien inmueble objeto de usucapión, 
con ocasión al reconocimiento de la posesión de esta cuota parte del bien 
inmueble en cabeza de su arrendataria y no del aquí demandante. Es más, a 
hoy se denegó la entrega pedida. 
 
Por su parte, Blanca Cecilia Velásquez Cárdenas, dijo y además acreditó, 
que la persona que cancela los impuestos prediales del inmueble es la señora 
Abda Haswleidy y no el demandante; y la testigo Mariela Peña, narró que la 
humedad que se presentó en el local que ocupó hasta el año 2018, fue 
arreglada por la demandada Abda Haswleidy.  
 
En esas condiciones, no queda duda al despacho, que la condición del 
demandante es la de tenedor (administrador) y no la de poseedor.  
 
5. No obstante, admite la jurisprudencia que el simple tenedor mute o varíe 
su posición jurídica de tal por la de poseedor, situación conocida como la 
interversión del título la cual es eficaz desde el momento en que el tenedor, 
rompiendo por sí y ante sí todo nexo jurídico con la persona de quien derivaba 
su mera tenencia, "demuestre inequívocamente, incluyendo el momento a 
partir del cual se rebeló contra el titular y empezó a ejecutar actos de señor y 
dueño desconociendo su dominio, para contabilizar a partir de dicha fecha el 
tiempo exigido de posesión autónoma y continua del prescribiente.i” 
 
Este acto no puede ser cualquiera, requiere que sea significativo, vehemente, 
inequívoco, que le permita a la jurisdicción encontrar el momento en que se 
produce ese cambio, mismo que desde ya se afirma, tampoco se encuentra 
probado en este asunto. La prueba recaudada no permite evidenciar cuándo 
Christopher, abandona su calidad de apoderado y administrador, y se erige 
en verdadero poseedor. Es más, el demandante nada dice al respecto, no 
admite que actúo como administrador. Por el contrario, se dice poseedor, 
desde el fallecimiento de su señor padre, en contravía, se insiste, de las 
pruebas ya referidas.  
 
Aquí no hay forma de admitir que es poseedor, y menos, de sumar la posesión 
a la se dijo inició Belisario Martínez, por lo que el único hito temporal que 
permitiría admitir la mutación, de tenedor a poseedor, lo es, con la 
presentación de esta demanda (30 de julio de 2019), la que se consolidaría, 
con el fallecimiento de su poderdante señora Eulalia Ponce de Ramírez, fecha 



que, en todo caso, resulta insuficiente para la prosperidad de las pretensiones 
al tenor del art. 8 de la ley 781 de 2002. 
 
6. Súmese a lo expuesto, que instalada la valla conforme lo preceptúa el 
Estatuto Procesal Civil, el señor Fernando Martínez, se hizo parte para 
controvertir ese derecho, quien corroboró el ingreso de los señores 
Christopher y Abda al bien inmueble desde niños en su calidad de hijos de 

crianza de la señora Eulalia y el parentesco de éstos con Belisario Martínez, 
quien fuere en vida el compañero de la citada señora. Sin embargo, pese a 
desconocer la titularidad o los derechos de posesión del bien inmueble en 
cabeza de uno u otro y alegar su condición e interés de heredero del bien 
inmueble por su parentesco con el señor Belisario, no fue acreditado, ni el 
parentesco, ni el inicio de algún tipo de trámite o actuación tendiente a 
obtener derecho sobre el bien objeto de usucapión y/o que este derecho 
estuviere siendo parte de un proceso sucesorio o afines. 
 

DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C., administrando justicia en nombre de la 
República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO. - DENEGAR las pretensiones de la demanda conforme lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. - DECRETAR la cancelación de la inscripción de la demanda. 
Ofíciese de conformidad. 
 
TERCERO. - CONDENAR en costas a la parte demandante. Se fijan como 
agencias en derecho la suma de $2.500.000. Liquídense. 
 
 

NOTIFÍQUESE  
La Juez, 

 
HENEY VELASQUEZ ORTIZ 

 
 
 
 



 
i Tribunal Superior del D.J. de Bogotá, SALA CIVIL, m.p. CLARA INES MARQUEZ BULLA. Expediente 2002-129-
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D. C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00407-00 

 
I. Subsanada dentro del término legal, se ADMITE la presente demanda 

VERBAL formulada por ANA DE DIOS ÁLVAREZ DE ACOSTA contra: 
 
-ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A.  
 
TRAMÍTESE por el procedimiento verbal, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 368 y siguientes del Código General del Proceso. 
 

CÓRRASE traslado de la demanda y sus anexos por el término de veinte 

(20) días a la parte demanda. 
 

NOTIFÍQUESE el auto admisorio de esta acción a la parte demandada, en 

la forma y términos previstos en los artículos 291 y 292 del Estatuto Adjetivo 
Civil, la que también podrá efectuarse con el envío de la providencia respectiva 
como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el 
interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa 
citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un 
traslado se enviarán por el mismo medio. Lo anterior atendiendo las previsiones 
de que trata el canon 8º de la Ley 2213 de 2022. 
 

Se reconoce a la abogada NEIDY YINETH MEDINA MEDINA como 
apoderada judicial de la parte actora, en los términos y para los efectos del poder 
que le fue conferido. 

NOTIFÍQUESE  
 

La Juez, 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

  



 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00408-00. 
 
 

Admítase la presente la demanda VERBAL de RESPONSABILIDAD 
CIVIL EXTRACONTRACTUAL de BEATRÍZ GARCÍA MONTALVO contra 
PANADERÍA Y PASTELERÍA LA CASTELLANA 104 S.A.S. 

 
Imprímasele a este asunto el trámite correspondiente al proceso verbal 

previsto en el artículo 368 del Código General del Proceso. 
 
Córrase traslado de la demanda y sus anexos por el término de veinte 

(20) días a la parte pasiva. 
 
NOTIFÍQUESE el auto admisorio de esta acción a la parte demandada, 

en la forma y términos previstos en los artículos 291 y 292 del Estatuto Adjetivo 
Civil, la que también podrá efectuarse con el envío de la providencia respectiva 
como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el 
interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa 
citación o aviso físico o virtual.  Los anexos que deban entregarse para un 
traslado se enviarán por el mismo medio. Lo anterior atendiendo las 
previsiones de que trata el canon 8º de la Ley 2213 de 2.022. 

 
Préstese caución por la suma de $327.343.600,oo M/Cte., para los fines 

establecidos en el numeral 2° del artículo 590 del C.G.P. 
 
Se reconoce al abogado Tomas Francisco Rodríguez Jiménez, como 

apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los efectos 
del poder que le fue conferido. Se requiere al apoderado para que acredite la 
inscripción de su correo electrónico ante la Unidad de Registro Nacional de 
Abogados (URNA) (Numeral 15, Art. 28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del 
Acuerdo PCSJA20-11567). 

 
 

Notifíquese, 
La Juez, 



 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 
 
 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00416-00. 
 
 
Subsanada en tiempo se ADMITE la demanda VERBAL DE 

PERTENENCIA POR PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE 
DOMINIO de MULTIPROYECTOS INDUSTRIAL S.A. contra BLANCA CECILIA 
y ANA GLADYS MARTINEZ GARIBELLO y PERSONAS INDETERMINADAS 
que se crean con derechos sobre el inmueble que se pretende adquirir. 

 
IMPRÍMASELE a este asunto el trámite correspondiente al PROCESO VERBAL 

previsto en el artículo 368 del Código General del proceso, en armonía con lo 
dispuesto en el precepto 375 ejusdem. 
 

CÓRRASE traslado de la demanda y sus anexos por el término de veinte 
(20) días a la parte demandada. 
 

EMPLÁCESE a las demandadas y las PERSONAS INDETERMINADAS que se 
crean con derechos sobre el inmueble a usucapir, a fin de que comparezcan a 
hacerlo valer. Por SECRETARÍA efectúense las publicaciones en el Registro 
Nacional de Emplazados en los términos del postulado 108 del Estatuto Procesal 
y canon 10 de la Ley 2213 del 2022.  
 

Igualmente, la PARTE DEMANDANTE deberá dar cumplimiento en los 
términos del numeral 7 del artículo 375 del Código General del Proceso. 
 

Entérese de la presente acción a la Superintendencia de Notariado y 
Registro, al Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural (INCODER) (hoy 
AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS), a la Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación de Víctimas, al Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAC); Unidad Especial de Catastro y al Instituto Distrital de Gestión de Riesgos 
y Cambio Climático (IDIGER), para que si lo consideran pertinente, hagan las 
manifestaciones a que hubiere lugar en el ámbito de sus funciones. 
 

Ofíciese a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, ordenando la 
inscripción de la demanda en los folios de matrícula correspondiente a los 
inmuebles objeto de Litis. 
 

Se reconoce al abog. Leonardo Mejía López, como apoderado judicial de 
la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder que le fue 
conferido. 

 
 

Notifíquese, 
La Juez, 

 



 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
 
 
 



 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D. C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
Exp. No. 11001-31-03-044-2022-0417-00 

 
 
 

Previo a resolver sobre el recurso de reposición y en subsidio en apelación 
formulado por la parte actora (archivo 06), se ordena a secretaría para que proceda 
a oficiar a la Oficina Judicial de Reparto e informe en el término de 5 días la 
fecha en la cual esta demanda fue presentada y de ser posible acredite su dicho, 
remítasele copia de los archivos 02, 07 y 08. Ofíciese. 
 

NOTIFÍQUESE  
 

La Juez, 

 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
  



 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 
 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00444-00. 

 
Sería del caso entrar a calificar la demanda de conformidad con lo 

previsto en el canon 82 el Código General del Proceso, no obstante, se 
advierte que de conformidad con lo establecido en el canon 25 ibídem en 
concordancia con el ordinal 1° del artículo 26 de la misma normatividad, la 
cuantía del presente asunto es menor, pues la ejecución que se pretende 
remonta a $91´908.160, valor que no supera los 150 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes necesarios para que se tramite como uno de 
mayor cuantía. 

 
Así las cosas, su competencia corresponde a los Juzgados Civiles 

Municipales de esta ciudad (Artículo 17 del Código General del Proceso) 
por lo anterior, el Despacho 

 
RESUELVE 
 
1°. RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia 

objetiva –cuantía-. 
 

2°. Remítase el presente expediente al Centro de Servicios 
Administrativos Jurisdiccionales para los Juzgados Civiles y de Familia–
reparto- para que por intermedio de ésta se envíe el proceso a los Juzgados 
Civiles Municipales de esta ciudad dejando las constancias del caso. 

 
Notifíquese. 

La Juez, 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00445-00 

 
Verificada la demanda bajo el tenor dispuesto en el artículo 25 del Código General 
del Proceso, en armonía con el numeral 1º del canon 26 ej., es claro que versa 
sobre un asunto de mínima cuantía cuyo conocimiento se encuentra deferido a los 
juzgados civiles de pequeñas causas y competencia múltiple de esta ciudad; lo 
anterior, puesto que la suma de los valores reclamados asciende a 
$34.500.000,oo1, tal como lo estableció la parte actora tanto en el acápite de la 
cuantía y se divisa del pagaré arrimado con la demanda, monto que no supera el 
límite de $150´000.001 establecido para la mayor cuantía en la primera de las 
normas citadas.  
 
Por tal motivo, se ordenará la inmediata remisión del expediente a los Juzgados 
Civiles de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de esta ciudad para que 
avoque su conocimiento.  
 
En consecuencia, el juzgado, de conformidad con el artículo 90 del Código de 
General del Proceso,  

RESUELVE: 

 

PRIMERO. - RECHAZAR por falta de competencia objetiva -cuantía- la 

demanda de la referencia. 
 
SEGUNDO.- Remítase el expediente para su reparto a los Juzgados Civiles 

Municipales de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá. 
  

Notifíquese  
La Juez, 
 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

 

1 Ver archivo 01. 



 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022). 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00446- 00. 

 
 
Revisado el líbelo, se advierte que de conformidad con lo establecido 

en el ordinal 7º del postulado 28 del Estatuto Procesal, el asunto 
corresponde de modo privativo a los Jueces del Distrito Judicial de 
Fusagasugá en razón a que el bien objeto de usucapión, se encuentra 
ubicado en ese Municipio. 

 
Así las cosas, la competencia corresponde a los Juzgados del 

Circuito de Fusagusá, el Despacho 
 

RESUELVE 
 
1°. RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia 

territorial. 
 
2°. Remítase el presente expediente al Centro de Servicios 

Administrativos Jurisdiccionales para los Juzgados Civiles y de Familia –
reparto- para que por intermedio de ésta se envíe a los Juzgados del 
Circuito de Fusagasugá (Reparto), dejando las constancias del caso. 

 
 

Notifíquese, (1)  
La Juez, 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
Radicado: 11001-31-03-044-2022-0449-00 

 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 90 del Código General del Proceso 
se inadmite la anterior demanda para que en el término de cinco (5) días, so 
pena de rechazo, se subsanen las siguientes deficiencias: 

 

1. Especifique en qué causal de nulidad absoluta se adecuan las pretensiones 
de la demanda e igualmente deberá indicar cuál es el requisito esencial 
que no concurrió y que hace inexistente el contrato, ya que lo que se 
infiere de los hechos, al parecer, es un vicio del consentimiento. 
 

2. Atendiendo la aspiración procesal subsidiaria de acción de resolución de 
contrato, de acuerdo con lo prescrito en los artículos 1546 y 1609 del 
Código Civil, adicione de manera ordenada y clara, los hechos de la 
demanda a efectos de relatar las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
en que se configuró el incumplimiento que se le enrostró a la parte 
demandada, así como la satisfacción de las cargas contractuales en 
cabeza de la demandante. 

 
3. Como quiera que está atacando el acto contenido en la E.P. 2724 del 13 

de septiembre de 2014, precise la parte demandada, ya que sólo se divisa 
que va en contra del comprador, razón por la cual deberá adecuar, poder, 
demanda y pretensiones, encaminando la misma con los herederos 
determinados e indeterminados de la causante. 
 

4. En consecuencia de lo anterior, indique si se inició proceso de sucesión 
de María Isabel del Socorro Mariño de Márquez, caso en el cual deberá 
informar el juzgado en el que cursa, así como los herederos allí 
reconocidos, por lo que deberá dirigir la demanda y adecuar el poder 
contra aquellos de acuerdo a lo previsto en el inciso 3º del artículo 87 del 
Código General del Proceso, atendiendo a las previsiones de los artículos 
82, 83 y 84 ibídem. 
 

5. Aporte certificado de defunción de la señora María Isabel del Socorro 
Mariño de Márquez.  
 



 

6. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo electrónico ante 
la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) (Numeral 15, Art. 
28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-11567). 
 

7. Indique la dirección electrónica de las partes, de acuerdo con lo previsto 
en el numeral 10 del artículo 82 del C.G.P. y el canal digital donde serán 
notificadas todas las partes, atendiendo lo preceptuado en el canon 6 de 
la ley 2213 de 2022. De no conocerse el canal de digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con 
sus anexos.  

 
8. Concrete la cuantía del asunto, toda vez que la suma indicada en el 

acápite de competencia no está debidamente discriminada y debe 
ajustarse a lo preceptuado en el numeral 1º del artículo 26 del Código 
General del Proceso. 
 

9. Apórtese con el memorial subsanatorio, el escrito íntegro de la demanda 
con las correcciones a que haya lugar y de conformidad a las 
inadmisiones estudiadas. 

 
Notifíquese  

  
La Juez, 
 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D. C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 
 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00450-00 
 
 
INADMITESE la presente demanda, de conformidad con el artículo 90 del 
Código General del Proceso, para que la demandante, en el término de cinco (5) 
días la subsane, so pena de rechazo, en lo siguiente: 
 
1. Adecúe el acápite contentivo de la circunstancia fáctica presentada para 
cada uno de los inmuebles pretendidos en usucapión; tenga en cuenta para ello 
que los hechos expresados deben mostrarse acordes con los pedimentos 
elevados, luego, deben descubrir, de manera precisa, la fecha y forma en que 
ingresaron a cada uno de los predios, las circunstancias de tiempo, modo y lugar, 
que han girado o se han presentado como consecuencia de la posesión que 
afirma ostentaron, todo lo concerniente a la suma de posesiones si es esta figura 
de la cual se quiere hacer uso y no sólo enunciar de manera general que se ha 
ejercido la misma, se itera sobre cada uno de los bienes.  
 
2. Arrime el folio de matrícula del bien de mayor extensión de forma 
completa, adviértase que el aportado cuenta con 552 anotaciones y según el 
certificado especial emitido por la ORIP éste, al menos para la fecha de 
expedición de esta contaba con 1.962 anotaciones. 

 
3. Aporte las constancias de declaración y/o pago de impuestos y los 
dictámenes periciales que referencia en el acápite de pruebas. 

 
4. Apórtese con el memorial subsanatorio, el escrito íntegro de la demanda 
con las correcciones a que haya lugar y de conformidad a las inadmisiones 
estudiadas. 

 
5. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo electrónico ante 
la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) (Numeral 15, Art. 28 de la 
Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-11567). 

 
 

NOTIFÍQUESE  
La Juez, 



 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

 

 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
Radicado: 11001-31-03-044-2022-0451-00 

 
Se INADMITE la anterior demanda de conformidad con el canon 90 del 

Código General del Proceso, para que dentro del término de cinco (5) días se 
subsane, so pena de rechazo, en los siguientes aspectos:  

 
1. Aporte certificado del registrador de instrumentos públicos, en el que 

figuren los titulares del derecho de dominio del inmueble que se pretende 
usucapir (Núm. 5°, art. 84 del C. G del P. en concordancia con el numeral 5°, 
art. 375 ejusdem) de reciente expedición. 

 
2. Atendiendo el certificado especial adosado, el extremo actor deberá 

ajustar los hechos y pretensiones de la demanda, en cumplimiento con lo 
ordenado en el numeral 5º del artículo 375 del Código General del Proceso, así 
como el poder, dirigiendo el libelo en contra de TODAS LAS PERSONAS 
QUE FIGURAN COMO TITULARES DE DOMINIO, atendiendo lo 
determinado en el certificado especial del bien objeto de prescripción 

 
3. Aclare lo pertinente al alegado tiempo de posesión que ha estado la 

demandante en el predio, y explique las circunstancias de tiempo, modo y lugar, 
por las cuales ingresó al bien. Así mismo, amplie el hecho segundo de la 
demanda. 
 

4. Como quiera que dirige la demanda contra los herederos determinados 
e indeterminados de la señora FLOR ALICIA GALAN BECERRA y este 
según su dicho falleció, informe al Despacho si se inició proceso de sucesión 
de aquel, caso en el cual deberá informar el juzgado en el que cursa, así como 
los herederos allí reconocidos, allegar el registro civil de nacimiento de estos y 
si aquellos se encuentran fallecidos también deberá arrimar las certificaciones 
de defunción de aquellos, por lo que deberá dirigir la demanda y adecuar el 
poder contra aquellos de acuerdo a lo previsto en el inciso 3º del artículo 87 del 
Código General del Proceso, atendiendo a las previsiones de los artículos 82, 
83 y 84 ibídem. 

 
 La misma exigencia deberá cumplirse frente al señor HECTOR 
GABRIEL GALAN BECERRA (q.e.p.d.). 
 

5. Allegue copia simple o auténtica del registro civil de defunción de los 
señores HECTOR GABRIEL GALAN BECERRA y FLOR ALICIA GALAN 
BECERRA. 
 

6. En cumplimiento al artículo 83 del CGP., los inmuebles deberán 
especificarse por su ubicación, linderos actuales, nomenclaturas y demás 



 

circunstancias que los identifiquen, En este sentido, si los linderos se identifican 
con LOTES, sin dirección, deberá allegarse el documento contentivo de la 
manzana catastral correspondiente al inmueble en los que pueda identificarse 
por el número del lote. 

 
7. Adecue el acápite correspondiente a la cuantía y trámite, atendiendo al 

avalúo catastral. 
 
 8. Aclare la solicitud de pruebas. En este sentido, nótese que no se aportó 

dictamen pericial como prueba idónea para determinar los linderos, la ubicación 
y la identidad del inmueble y por lo tanto, incumpliendo la disposición prevista 
en el artículo 227 del Código General del Proceso. 
 

9. Infórmese donde reposan los documentos originales de la documental 
anunciada como anexos.  
 

10. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo 
electrónico ante la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) 
(Numeral 15, Art. 28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-
11567).  
 

11. Precise al despacho, como obtuvo esa información y/o qué gestiones 
realizó para obtener los canales digitales correspondientes tanto al demandante 
como de todo el extremo demandado. 

 
12. Apórtese con el memorial subsanatorio, el escrito íntegro de la 

demanda con las correcciones a que haya lugar y de conformidad a las 
inadmisiones estudiadas. 
 

Notifíquese  
  

La Juez, 
 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D. C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 

 
 

Exp. No. 11001-31-03-044-2022-00452-00 
 
 

Reunidos los requisitos que prevén los artículos 82, 422, 424 y 430 del 
Código General del Proceso, el Juzgado resuelve, 
 

Librar mandamiento de pago por la VÍA EJECUTIVA SINGULAR DE 
MAYOR CUANTÍA a favor del BANCOLOMBIA S.A. contra ARTECOM 
COMUNICACIONES S.A.S., REINALDO ALIRIO SOTO TORRES y 
GABRIEL ALEXANDER SOTO MARTINEZ. Por las siguientes sumas de 
dinero: 

 
1. $1.042´020.945 por concepto de capital incorporado en el pagaré 

báculo de la acción, junto con los intereses moratorios a la tasa máxima 
autorizada por la Superintendencia Financiera, liquidados desde el 11 de 
octubre de 2.022 y hasta cuando se verifique su pago total. 

 
Sobre costas se resolverá en oportunidad. 
 
Notifíquese esta providencia de manera personal, de conformidad 

con lo previsto en los artículos 291 y 292 del Código General del Proceso, 
la que también podrá efectuarse con el envío de la providencia respectiva 
como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el 
interesado en que se realice la notificación, con la constancia de recibo en 
el servidor, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o 
virtual.  Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio. Lo anterior atendiendo las previsiones de que trata el 
canon 8o de la Ley 2213 de 2022, haciéndole saber a la parte ejecutada 
que cuenta con cinco (5) días para pagar o diez (10) para excepcionar.  

 
Dese aviso de que trata el artículo 630 del Estatuto Tributario. 
 
Se reconoce a la abogada Diana Esperanza León Lizarazo, como 

endosataria en procuración. La togada deberá acreditar la inscripción de 
su correo electrónico ante la Unidad de Registro Nacional de Abogados 
(URNA) (Numeral 15, Art. 28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo 
PCSJA20-11567). 

 
Atendiendo la expedición de la Ley 2213 de 2022, se le pone de 

presente a la parte actora, que deberá aportar el título valor del cual se 
sirve la ejecución, en el momento en que sea requerido por la Juez, pues 
esas piezas procesales son necesarias para adelantar el trámite (numeral 
12 art. 78 C.G.P). 

 
 

NOTIFÍQUESE (2)  
 
La Juez, 



 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2.022). 

 
 

RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00454- 00 
 
 
Se INADMITE la anterior demanda de conformidad con el canon 90 

del Código General del Proceso, para que dentro del término de cinco (5) 
días se subsane, so pena de rechazo, en los siguientes aspectos: 

 
1. Bajo la gravedad de juramento que se entenderá prestado con la 

información que se suministre, indique el lugar en el cual se encuentra el 
documento cuyo cobro se persigue con la presentación de la demanda. 

 
2. Adecúe el petitum acorde con lo pactado por las partes en el título 

báculo de la acción, adviértase que la tasa que se fijó durante el plazo 
difiere de la peticionada.  

 
3. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo electrónico 

ante la Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) (Numeral 15, 
Art. 28 de la Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-11567). 

 
 

Notifíquese, (1) 
La Juez, 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

 

 



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO  

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 
RADICADO: 11001-31-03-044-2022-00455-00 
 

Se INADMITE la anterior demanda de conformidad con el canon 90 del 
Código General del Proceso, para que dentro del término de cinco (5) días se 
subsane, so pena de rechazo, en los siguientes aspectos: 

 
1. De acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4º del canon 82 del Estatuto Adjetivo 
Civil, adecúe y divida las pretensiones 2° y 4° incoada, indicando, de manera 
concreta, a cuánto ascienden los intereses reclamados desde la fecha de 
exigibilidad y hasta la fecha de presentación del libelo. 
 
2. Señale en los hechos, si inició acción ejecutiva en contra de los demandados 
invocando el “convenio de pago” o la audiencia de conciliación, en la cual estén 
incluidas en las facturas No. 9021002939 y 9021002940 del 24 de enero de 
2017. 

 
3. Acredítese el agotamiento del requisito de procedibilidad (art. 38, Ley 640 
de 2001, –modificado por el precepto 621 del Código General del Proceso-) 
concordante con el canon 84 ibídem en el que se establezca las pretensiones de 
esta demanda, pues la arrimada del 21 de febrero de 2019, no se advierte 
cumplida. 
 
4. De conformidad con lo previsto en el artículo 206 de la Ley 1564 de 2012, 
indique bajo la gravedad de juramento la estimación razonada de los perjuicios 
cuyo reconocimiento persigue, discriminando debidamente cada uno de sus 
conceptos, teniendo en cuenta todas las demás prevenciones contenidas en esta 
disposición, así mismo, que aquél debe surgir acompasada con las pretensiones 
resarcitorias y/o de condena formuladas. 

 
5. El abogado deberá acreditar la inscripción de su correo electrónico ante la 
Unidad de Registro Nacional de Abogados (URNA) (Numeral 15, Art. 28 de la 
Ley 1123 de 2007 y art. 31 del Acuerdo PCSJA20-11567). 
 
6. Infórmese donde reposan los documentos originales de la documental 
anunciada como anexos1. 
 
7. Apórtese con el memorial subsanatorio, el escrito íntegro de la demanda con 
las correcciones a que haya lugar y de conformidad a las inadmisiones 
estudiadas. 
 

NOTIFÍQUESE  

 

1 Inciso 3° del artículo 6° de la Ley 2213 de 2022 en concordancia con el N° 12 de Art. 78 del Código General del Proceso. 



 

  
La Juez, 
 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 



 

 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL 

JUZGADO CUARENTA Y CUATRO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D. C., veinticinco (25) de octubre de dos mil veintidós (2022).  
 
 
Ref.: No. 11001 40 03 020 2018 01010 01 
 

 
Se procede a resolver la apelación interpuesta contra la sentencia 

dictada por el Juzgado 20 Civil Municipal el 29 de noviembre de 2021, 
previos los siguientes,  

 
ANTECEDENTES 

 
1. Revisado el libelo y para resolver de fondo el asunto se tiene que: 
 
i) Lydia Vaca de Martínez, convocó a juicio ejecutivo a Jairo Agustín 

Rodríguez Pineda, a fin de hacer efectivo el pago de las obligaciones 
contenidas en a) el pagaré No. 01-P-80014111, para lo cual solicitó librar 
la orden de apremio sobre: $40’000.000,00 por concepto de capital, junto 
con los intereses de plazo y moratorios a la tasa máxima permitida desde 
el día siguiente a la fecha de vencimiento y hasta que se verifique su pago; 
y b) el cheque No. 35677-7, para lo cual solicitó librar la orden de apremio 
sobre: $20’000.000,00 por concepto de capital, junto con los intereses de 
plazo y moratorios a la tasa máxima permitida desde el día siguiente a la 
fecha de vencimiento en el título valor, junto con los réditos moratorios que 
se causen. 
 

ii) Tras librarse la orden de apremio respectiva, el deudor se notificó 
personalmente, quien al contestar la demanda propuso las excepciones de 
mérito que denominó “cobro de lo no debido”, “pago de intereses” y “doble 
cobro de capital”.  

 
iii) Mediante proveído de calenda 27 de octubre de 2021 y como 

consecuencia del deceso de la señora Lydia Vaca de Martínez, se 
reconoció como heredero al señor Walter Martínez Vaca -sucesor procesal. 

 
iv) La A quo decidió la controversia, declarando no probadas las 

excepciones y continuar con la ejecución, ordenó practicar la liquidación del 
crédito y condenó en costas. 
 

v) La parte demandada, a través de su apoderado judicial, 
inconforme con la decisión, la cuestionó e interpuso el recurso de alzada, 
aduciendo que su desacuerdo se centra en la falta de valoración probatoria, 
frente a las excepciones propuestas:  

 



 

• Señaló que el valor ejecutado por concepto del cheque 
obedece a un abono que se hizo a la obligación que contiene el pagaré que 
fue aportado con la contestación de la demanda y de esta forma se 
configura la excepción de cobro de lo no debido. 

 
• Relieva que se suscribió hipoteca por $40´000.000 el 25 de 

julio de 2.016, con vencimiento en 18 prorratas hasta el 25 de enero de 
2.018. también se suscribió pagaré por los mismos valores y en la misma 
fecha, los cuales se está ejecutando ante el Juzgado 35 Civil Municipal con 
radicado 2.018-01185, empero esta deuda también se está ejecutando en 
este proceso. Constituyéndose así un presunto abuso de confianza, fraude 
procesal y engaño. 

 
• Relata que el cheque objeto de ejecución se entregó para 

cubrir el pago del pagaré que ya se canceló y por esta razón se está 
pretendiendo un doble cobro de capital y que este dicho se probó con el 
interrogatorio del demandado y el testimonio de su hijo, quienes afirmaron 
que el dinero del cheque se entregó en efectivo y por esta razón les hicieron 
la devolución del pagaré, y por el contrario se presentó el cheque para su 
ejecución en este proceso. 

 
• Alega que realizó un abono por $4´200.000 como intereses al 

valor de la hipoteca. 
 

vi) Por su parte el togado que representa los intereses del activante, 
indicó que no se acreditó la realización de abono alguno. 

 
vii) Bajo la anterior premisa el recurso de apelación interpuesto 

girará en torno a si se está realizando un doble cobro de las obligaciones y 
de no acreditarse lo anterior, si los abonos que no fueron aplicados. 

 
2. Determinado el objeto de la impugnación, ab initio ha de decirse 

que el proceso ejecutivo tiene como característica fundamental la certeza y 
determinación del derecho sustancial pretendido en la demanda, 
certidumbre que se deriva de los títulos de los cuales emana la ejecución. 
De acuerdo con lo anterior, insistentemente se ha expresado que el 
otorgamiento del mérito ejecutivo de un documento está supeditado a que 
conste en documento que provenga del deudor o de su causante, amén de 
incorporar una obligación que tenga la triple connotación de ser expresa, 
clara y exigible. 

 
En el sub judice, la parte demandante, en su condición de legítima 

tenedora, adjuntó como fundamento del recaudo pagaré y cheque que 
satisfacen las exigencias de los postulados 709 y 712 del Código de 
Comercio, pues el demandado impartió el compromiso preciso de prometer 
el pago de las sumas allí indicadas. 

 
Instrumentos negociables que cuentan con mérito ejecutivo, y de los 

cuales se deriva la facultad de legítimo tenedor de promover su cobro a 
través de la acción cambiaria, en el caso de que éste no sea pagado total 
o parcialmente, conforme lo prevé el numeral 2º del precepto 780 del 
Estatuto Mercantil. 



 

 
3. Ahora, para resolver el asunto sometido a estudio resulta 

necesario señalar que en relación con las acciones derivadas de los títulos 
valores el Código de Comercio en su precepto 784 ha establecido una serie 
de excepciones que pueden ejercitarse contra la acción cambiaria, entre 
las que encontramos aquellas que se funden en quitas o en pago total o 
parcial, siempre que consten en el título1, las que se funden en la 
consignación del importe del título conforme a la ley o en el depósito del 
mismo importe hecho en los términos de este Título2 y las derivadas del 
negocio jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título, contra 
el demandante que haya sido parte en el respectivo negocio o contra 
cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de 
culpa3.  
 

De acuerdo con la documental que fue aportada se tiene que en la 
Escritura Pública N°1946 del 25 de julio de 2.016 de la Notaría 76 del 
Círculo de Bogotá, se otorgó una hipoteca a favor de la ejecutante, en ésta 
se plasmó una obligación a cargo de quien es aquí convocado, no obstante 
en esta escritura no se estipuló que esta garantía se soportara o avalara 
obligación alguna, proveniente de otros títulos u obligaciones, nótese que 
en la cláusula primera se indicó que se reconoce y declara deudor 
hipotecario  “únicamente”4, por la suma de $40´000.000, cuyos términos 
para su pago se dictaron en su mismo contenido, pero además, no es ésta 
objeto de la presente ejecución. 

 
Conforme a lo referido, con solo estos instrumentos, se tiene que la 

obligación allí pactada y perseguida obedece a la Escritura y no interfiere 
en el título valor pagaré que fuere aquí ejecutado, como mal se alegó; no 
empece lo anterior, debe decirse desde ya, que se hace mención a otro 
pagaré el cual ya se encuentra cancelado y, sobre el cual se giró el cheque 
báculo de la acción, pero el mismo no fue arrimado a las diligencias. 

 
Bajo esta premisa y lo esbozado en el interrogatorio de parte, el 

señor Jairo Agustín Rodríguez Pineda, fue incisivo en afirmar que “habían 
más platas” por los préstamos continúos a los que acudía de parte de la 
señora Lydia Vaca de Martínez, lo cual denota que, contrario a los 
planteamientos de la parte ejecutada, existieron diversas obligaciones a 
cargo del señor Rodriguez, de las cuales se están haciendo exigibles en 
este litigio, las contenidas en el pagaré y el cheque.  

 
Estas afirmaciones fueron soportadas por el testigo Diego Jairo 

Agustín, quien relató que conocía a la aquí demandante por ser la “señora 
que le hacía préstamos a mi papá”, y refirió haber acompañado a su 
progenitor en varias oportunidades para estos efectos; Asevera que ese 
cheque correspondía a un abono que se hizo a un pagaré, empero, desde 
el inicio de su deposición se pronunció sobre varios pagarés (02 en específico), 
razón por la cual no puede tenerse certeza si dicho pago obedece al pagaré 
aquí ejecutado u a otro título, atendiendo que está probado que existieron 
más obligaciones u préstamos entre las partes y, más aún cuando, se itera, 

 
1 Ordinal 7° canon 784 C.de.Co.  
2 Ordinal 8° canon 784 C.de.Co.  
3 Ordinal 12° canon 784 C.de.Co. 
4 Folio 63 archivo digital ejecutivo11001400302020180101000 



 

no se aportó a las diligencias el título valor pagaré diferente al que sirve de 
báculo de la acción y que se afirma ya estaba cancelado. A más de lo 
anterior, debe relievar este despacho que el togado que representa los 
intereses de la parte encartada, inquirió al declarante sobre si el cheque 
obedecía a un abono que se hiciera a la obligación pretendida con la 
hipoteca, a lo cual el testigo refirió que sí, lo que permite inferir a esta 
judicatura que como se ha venido reseñando, existían varias obligaciones 
a cargo del ejecutado y no hay certeza de la cantidad de préstamos además 
de los dos aquí ejecutados y la hipoteca que se aludió. 

 
En éstos términos fácil resulta colegir que NO se acreditó por el 

encartado que se estuviera realizando un doble cobro de capital, o que los 
títulos aportados al líbelo, sirvieran como garantía a obligaciones ya 
saldadas como se alegó, tanto más si la creación de cada obligación y su 
vencimiento difieren en fechas e instalamentos contrario a lo planteado por 
la parte demandada. 

 
Finalmente se indica al convocado que el ordinal 6° del canon 463 

del Estatuto Procesal, permite al acreedor acumular sus pretensiones en el 
proceso que se ejecuta la garantía real, pero esta es una facultad, más no 
una exigencia, quedando al arbitrio del acreedor si hace o no uso de esta 
figura procesal y sin que pueda imputarse sanción o tomarse como indicio 
que no se ejerciera la misma. 

 
4. Ahora, debe entrar a estudiarse si se realizó algún abono y este 

no fue tenido en cuenta al momento de ejercer la acción cambiaria sobre 
los títulos. 

 
En este evento y como viene de indicarse no logró acreditarse que 

el cheque fuera entregado para garantizar alguna de las obligaciones 
adquiridas y debidas y, desde ya se indica que en este asunto no es posible 
entrar a estudiar aquellos abonos o pagos que se alegó se realizaron sobre 
la hipoteca que ya es objeto de debate en el Juzgado 35 Civil Municipal de 
Bogotá. 

 
Claro lo anterior, obsérvese que el pagaré aquí ejecutado se 

suscribió el 25 de julio de 2.016, para pagar en un solo contado el 25 de 
enero de 2.018, mientras que el cheque se elevó para su pago el 10 de 
noviembre de 2.016; datas que difieren en su exigibilidad para inferir que el 
cheque se libró como abono a la obligación pactada en el pagaré, más aún 
cuando en el cuerpo de este no se registró el mentado título como abono, 
ni se aportó aquel pagaré que se afirma se canceló en su totalidad y para 
el cual se libró el cheque. 

 
Débase recalcar, que en su deposición el interrogado afirmó que 

había realizado varios abonos y que “debía tener los recibos”, no obstante, 
lo cierto es que estos nunca fueron aportados, como indicó la A-quo en su 
providencia y el testimonio del señor Diego Jairo Agustín, no permite tener 
certeza sobre algún abono cierto en cantidad, fecha y obligación, para que 
pueda ser tenido en cuenta en el presente litigio y para alguno de los títulos. 

 
Bajo ese supuesto y, como no se acreditó haber realizado abono a 

ninguna de las obligaciones aquí ejecutadas, amén de no tener certeza ni 



 

poderse imputar en el presente asunto los $4´200.000 como intereses al 
valor de la hipoteca, es evidente que la sentencia objeto de estudio deberá 
ser confirmada. 

 
DECISIÓN. Por mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarenta y Cuatro 

Civil del Circuito de Bogotá D.C., administrando justicia en nombre de la 
República de Colombia y por autoridad de la ley,   

 
RESUELVE:  
 
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión dictada por el Juzgado 20 Civil 

Municipal el 29 de noviembre de 2021. 
 
SEGUNDO. No condenar en costas de esta instancia por no 

aparecer causadas. 
 

COPIESE Y NOTIFIQUESE 
 

 
HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 

JUEZ 
 


